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1.- VISTOS 

Desata la Sala el  recurso de apelación interpuesto por el defensor de la procesada ausente DORYAN SULAY BEDOYA HERNÁNDEZ, contra el auto interlocutorio proferido el día ocho (8) de agosto de 2005 por el Juzgado Penal del Circuito de Dosquebradas (Rda.), por medio del cual negó la nulidad deprecada por violación al derecho de defensa y contradicción. 

2.- Precedentes

2.1.- En contra de la señora BEDOYA HERNÁNDEZ, se inició, tramitó y culminó con resolución acusatoria, una investigación por el presunto punible de FALSA DENUNCIA CONTRA PERSONA DETERMINADA, al haber denunciado a su cónyuge por el hecho de apropiarse de un vehículo que adquirió con su propio peculio dentro de la sociedad conyugal conformada con él.

2.2.- Vencido el término de quince (15) días al cual se contrae el artículo 400 del Código Procesal Penal, el señor apoderado de la persona involucrada presentó escrito en donde hizo alusión a una irregularidad sustancial por infracción al derecho de defensa. La hizo consistir en el hecho de no haberse agotado una labor de búsqueda más exhaustiva por parte de los Organismos Oficiales en aras de dar con el paradero de la señora BEDOYA HERNÁNDEZ, pues todo se limitó a intentar localizarla en una dirección en donde ya se tenía establecido no se encontraba. Por ese motivo, estima que se debe decretar una nulidad desde el mismo acto de declaración de persona ausente. Igualmente, por el hecho de que la abogada designada de oficio ninguna actuación había realizado en pro de los intereses de la sindicada.

2.3.- La señora Juez, llamó la atención acerca de lo extemporáneo de la solicitud, pero de manera oficiosa hizo el análisis de la existencia o no de esa supuesta irregularidad mencionada, para concluir que no se había dado ningún tipo de anomalía en este caso, como quiera que a la citada se le intentó localizar en la única dirección de la cual se tenía noticia. Por demás, ha contado con representación judicial de oficio ora de confianza para garantizar el debido proceso.

2.4.- Ante la negativa de anulación, el señor defensor de confianza propone recurso de apelación, el cual sustenta en los siguientes términos: a)- La dirección aportada por ella se hizo en la denuncia que formuló por el hurto del automotor y no dentro de la presente investigación por falsa denuncia; b)- Sí le fue designada una abogada, pero nada hizo a su favor. A tono con lo expuesto, se debe decretar la nulidad y cancelar la orden de captura que pesa contra su defendida.

3.- Para resolver, SE CONSIDERA

Como se observa, la solicitud principal que hace la parte recurrente se refiere a la declaración de una NULIDAD con fundamento en la violación al derecho de defensa de contradicción o bilateralidad, en primer término por una indebida vinculación ficta a través de la declaratoria de persona ausente sin el lleno de las exigencias legales previas para el efecto y, en segundo lugar, porque la defensora designada de oficio nada hizo en pro de los intereses de su procurada.

Equivale el pedimento, a una sanción procesal excepcional que exige la concurrencia de los principios de trascendencia e irreformabilidad o no saneamiento. Es verdad que una vinculación tardía o irregular del comprometido judicialmente puede viciar de nulidad la actuación. Es claro que en un Estado Social y Democrático de Derecho, que intenta hacer respetar las garantías fundamentales del ciudadano, el proceso judicial debe ser caracterizado por la imparcialidad, abolir las actuaciones secretas, imponer la prevalencia del derecho sustancial y lograr la eficacia de la Administración de Justicia. A todo ello apunta precisamente el artículo 29 de la Constitución Nacional cuando ordena: “…Es nula, de pleno derecho, la prueba obtenida con violación del debido proceso”
Sucede sin embargo, que una visión general de esta actuación no permite avizorar la vulneración a tan caras garantías:

Nos dice el profesional recurrente, que la señora fue citada a una dirección que ofreció al momento de la denuncia y que no obstante saberse que allí no vivía se insistió en seguirla buscando por ese medio con los resultados infructuosos ya conocidos. En realidad de verdad, la labor realizada por el ente Fiscal a través de las autoridades de policía, agotó los medios de conocimiento de los cuales se tenía noticia, pues era esa la dirección con la cual se contaba y a fe que las citaciones se llevaron a la dirección correctamente signada en el proceso, es decir, la misma que ella dejó en la denuncia que dio lugar a una investigación por faltar a la verdad en tal diligencia.

Pero a más de eso, se insistió en su localización por medio de un teléfono fijo y un celular que también aparecían registrados, pero todo fue en vano toda vez que no fue posible su ubicación para los efectos procesales pertinentes.

Por supuesto que no se le puede pedir a las autoridades el agotamiento de mecanismos sofisticados de localización, cuando se tiene establecido que aquellos de los cuales se dispone en forma ordinaria fueron debidamente agotados. No hubo por tanto desidia en la actuación y no se escatimaron esfuerzos en tal sentido.

No debe pasarse inadvertido, que es diferente además, el estado de simple ausencia con el de la contumacia o rebeldía en comparecer, pues es bien sabido que quien sabe de la actuación procesal y se aleja, quien huye para no ser localizado, no puede esperar igual condescendencia que aquel que simplemente ignora la pretensión del Estado en su contra. El contumaz hace lo posible para que los organismos oficiales no lo encuentren y deja al descubierto no sólo su intención de no afrontar las consecuencias del proceso, sino también el desinterés por afrontar el debate.

No vemos entonces fundamento a la afirmación según la cual, la Fiscalía actuó indebidamente a espaldas de la implicada. Un entendimiento diferente daría lugar a sostener que el trámite surtido con persona ausente, estaría sometido a una condición suspensiva por término indefinido, lo cual es contrario a los fines del proceso. 

Y no sólo la petición de nulidad carece de sustento, sino que fue presentada en forma extemporánea. A ese respecto y en relación con el principio de preclusión de los actos procesales, que orienta la oportunidad en la presentación de las propias pretensiones, nos sirve de referente el precedente jurisprudencial que a continuación se cita:

El debido proceso obedece a una sucesión ordenada y preclusiva de actos, que no son solamente pasos de simple trámite, sino verdaderos actos procesales, metodológicamente concatenados en orden a la obtención de su precisa finalidad (...) El principio de preclusión, en la práctica, trata de evitar los retrocesos innecesarios, salvo la nulidad que tampoco podría asumirse como disculpa, pues sería ella una manera de disfrazar la violación de la regularidad procesal y el desbordamiento de las atribuciones constitucionales y legales de los respectivos órganos judiciales -sentencia del 4 de febrero de 1999- (...) La facultad para dirigir el proceso, entonces, exige atención y cuidado, sin autorizar acciones por fuera de la oportunidad legal.
 

Como es sabido, existen irregularidades procesales no saneables v.gr. la incompetencia del funcionario; otras, en cambio, dependen en cada caso de la manifestación de las partes interesadas que de todas formas debe ser oportuna. Para el caso que nos convoca, se sostiene que a la implicada no se le intentó localizar por otros medios pero a su vez tampoco contó con una apropiada defensa técnica. Ocurre, que estamos ad portas del juicio público, precisamente el momento propicio para debatir la prueba allegada en su contra y la acusación expuesta por la Fiscalía, con lo cual, vano se observa retrotraer lo actuado a una etapa ya superada para escuchar la intervención de la procesada y la argumentación defensiva tendiente a desvanecer los cargos imputados, pues todo esto puede válidamente realizarse a continuación.

Son esas las razones que posee el Tribunal para avalar la decisión adoptada por la señora Juez de primer grado, en consecuencia, el trámite del proceso debe continuar para su cabal perfeccionamiento.

5.- DECISIÓN  

El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal,  CONFIRMA  el auto interlocutorio proferido por el Juzgado Penal del Circuito de Dosquebradas (Rda.)., objeto de apelación. 
CÓPIESE, CÚMPLASE Y DEVUÉLVASE 

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE                  VICENTE RODRÍGUEZ FEO

(Con permiso)

HÉCTOR TABARES VÁSQUEZ
WILSON FREDY LÓPEZ

Secretario de la Sala           
� Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, 2003-03-20, M.P. Herman Galán Castellanos, Rad. 19960. 
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